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             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiséis (26) de julio de dos mil dieciséis (2016)

    Acta de Aprobación No. 613
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la  representante legal de POSITIVA, COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A., contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de amparo promovida por el señor CARLOS ARIEL CORTÉS MUÑOZ.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea el señor CORTÉS MUÑOZ -por intermedio de apoderado- se pueden concretar así: (i) en 1995 encontrándose afiliado al I.S.S. sufrió accidente de trabajo y se le otorgó una pérdida de la capacidad laboral del 51%, por lo cual elevó solicitud de pensión de invalidez que le fue negada por resolución 97022 de 1997, la cual recurrió pero posteriormente se confirmó en su integridad; (ii) en julio 28 de 2015 y habida cuenta de la liquidación del I.S.S. reclamó nuevamente dicha prestación ante la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -U.G.P.P.- que le fue decidida de manera desfavorable mediante resolución RDP 053507 de diciembre 15 de 2015, por el hecho de no aportar copia del dictamen de su detrimento para trabajar, el cual se le extravió; (iii) al percatarse que todos los expedientes del I.S.S. se trasladaron a POSITIVA ARL, presentó derecho de petición en febrero 10 de 2016 donde pedía copia de tal examen, habiéndosele comunicado en febrero 23 que no registraba afiliación y no aparecía registrado en sus sistemas; (iv) envió nuevo escrito -sin señalar fecha- donde reclama su pensión de invalidez, la cual no le fue respondida por POSITIVA; (v) si la UGPP requiere alguna documentación para solucionar lo planteado puede acudir directamente a la ARL; y (vi) debe ordenarse a la UGPP que se manifieste sobre la petición de julio 15 de 2015 y se efectúe un análisis de fondo.

Demanda se tutelen sus derechos fundamentales a la seguridad social e igualdad vulnerados por la UGPP y se les exija pronunciarse respecto al escrito enviado en julio 17 de 2015.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado de conocimiento admitió la acción constitucional y corrió traslado de la misma a la UGPP a la vez que vinculó a POSITIVA ARL, frente a lo cual solo se expresó el subdirector Jurídico de la primera entidad, quien solicitó se declarara improcedente la misma al no ser éste el medio para obtener el reconocimiento y pago de prestaciones de índole laboral. Lo dicho, con mayor razón cuando la petición de julio 17 de 2015 fue respondida en Resolución RDP 053507 de diciembre 15 de 2015 que negó el reconocimiento pensional y se le indicó lo relativo a la documentación faltante, por lo que una vez cuente con los requisitos pertinentes podrá esgrimir nuevo pedimento. 
3.2.- Por parte de POSITIVA ARL se guardó silencio dentro del término conferido para manifestarse.

3.3.- Culminado el término constitucional, el a quo en providencia de junio 13 de 2016 tuteló el derecho de petición presentado por el señor CARLOS ARIEL CORTÉS MUÑOZ ante POSITIVA ARL al considerar que el requerimiento de marzo 9 de 2016 no le ha sido resuelto, a la vez que negó el amparo contra la UGPP por cuanto existen otros mecanismos de defensa judicial a los cuales puede acudir para el estudio del caso concreto.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con el fallo, la apoderada del representante legal de POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A. pide de manera principal la nulidad de lo actuado por vulneración del derecho de defensa y contradicción por cuanto no se tiene registro de la iniciación de la acción de tutela, de la cual no han sido notificados, por lo que no es justo que se le imponga una orden judicial y que esté obligada a cumplirla. Así mismo señala que el señor CARLOS ALBERTO CORTÉS MUÑOZ no se encuentra afiliado a dicha empresa.
Frente a la decisión judicial informa que la Gerencia Médica por oficio 28852 de marzo 15 de 2016 atendió el escrito del accionante que le fue entregado en la dirección reportada, como se aprecia en la guía de correo, situación que configura la carencia actual de objeto por ser un hecho superado, al haberse respondido lo pedido de manera concreta, congrua y oportuna. Pide en consecuencia se decrete la nulidad de lo actuado por vulneración al debido proceso y contradicción, o en caso contrario se revoque la sentencia al no haberse vulnerado derecho fundamental alguno.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo impugnado, en cuanto tuteló el amparo solicitado por el señor CARLOS ARIEL CORTÉS MUÑOZ. De acuerdo con el resultado, se adoptará la determinación pertinente, ya sea convalidando la providencia, modificándola o revocándola, en los términos en que lo exige la accionada. 
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procederá de forma transitoria.

Antes de penetrar en el estudio de fondo del asunto y como quiera que la entidad impugnante exige de manera principal la nulidad de lo actuado por irregularidades en la comunicación de la admisión de la acción de tutela, al respecto aprecia la Sala que no le asiste razón a la apoderada de POSITIVA ARL, toda vez que de conformidad con los documentos allegados al dossier, con meridiana claridad se observa que el despacho con miras a enterar a la demandada de las pretensiones del actor procedió a enviar correos electrónicos al Presidente de dicha compañía -Dr. ÁLVARO VÉLEZ- y al Gerente de Producto ARL -Dr. DARÍO PELÁEZ-
, por medio de los cuales se les enteró de la tutela promovida por el señor CARLOS ARIEL CORTÉS MUÑOZ en contra de la UGPP y donde POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS fue vinculada al trámite.

De la información allí contenida se desprende que aunque la admisión de la tutela le fue enviada a un funcionario que no ostenta la calidad de Presidente de la compañía, pues al verificar el directorio de funcionarios de POSITIVA
 se tiene que quien desempeña tal cargo es el Dr. Gilberto Quinche Toro quien no fue enterado de este asunto, tal comunicación se realizó al Dr. ÁLVARO VÉLEZ MILLÁN que ostenta el cargo de Vicepresidente de Promoción y Prevención, y a DARÍO PÉLAEZ Gerente de Producto ARL.
Lo anterior nos permite predicar, contrario a lo esgrimido por la impugnante,  que por parte de POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS sí se tuvo conocimiento de la acción constitucional impetrada por el señor CARLOS ARIEL CORTÉS, pues aunque la notificación se envió de forma errada a quien no ejerce como Presidente de la entidad, sí se hizo en relación con dos de sus funcionarios quienes podrían haber puesto al tanto de la tutela a los encargados de la parte jurídica para que intervinieran, sin que así se hubiere obrado, por lo cual no se aprecia vulneración alguna al derecho de defensa, como componente del debido proceso que debe orientar todas las actuaciones judiciales, al evidenciarse que POSITIVA ARL fue debidamente enterada de la admisión de esta acción constitucional. 

De todas formas, si en gracia de discusión consideráramos que existe nulidad de lo actuado al haberse dirigido la comunicación de manera equívoca a quien no ostenta la representación legal de POSITIVA ARL, estima la Corporación que no se hace necesario adoptar tal medida extrema, por cuanto en el presente asunto se presenta la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado, como se verá más adelante.
En el presente asunto el señor CORTÉS MUÑOZ concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de sus derechos fundamentales a la seguridad social e igualdad que considera quebrantados por la UGPP, por cuanto no se pronunció respecto a la solicitud elevada en julio 17 de 2015 donde pretende el reconocimiento de su pensión de invalidez de origen laboral a partir de septiembre 26 de 1995.

Frente a lo reclamado debe indicarse que de conformidad con la documentación allegada se demuestra que la UGPP negó la pensión mediante Resolución RDP 053507 de diciembre 15 de 2015, con fundamento en que el señor CORTÉS MUÑOZ no allegó la totalidad de la documentación requerida para tal efecto, lo que en consecuencia lo motivó a acudir ante POSITIVA ARL para pedir la que les fuera trasladada por el entonces I.S.S., sin obtener resultados positivos.
En relación con la pretensión que realiza el accionante contra la UGPP, no requiere ahondar el despacho en mayores argumentaciones para avalar la negativa del a quo en conceder la tutela. Lo primero por cuanto ello no fue objeto de impugnación, y lo segundo, tal como lo concluyó el juez a quo, porque el amparo invocado no resulta procedente porque es claro que existe la vía ordinaria para dirimir conflictos como el planteado por el actor, y la acción de tutela no está llamada a prosperar cuando se cuenta con otros mecanismos de defensa, a menos que se utilice de manera transitoria para evitar un perjuicio irremediable, situación que para la Sala no está acreditada en este caso. Aunado a todo ello el hecho de no existir certeza de que al actor le asiste el derecho a su pensión de invalidez, ya que para establecerse tal aspecto se deberá efectuar un estudio de fondo y adelantarse el concerniente debate probatorio ante la jurisdicción laboral o contenciosa administrativa, donde luego de permitírsele a las entidades involucradas hacer uso de derecho de contradicción, se adoptará la decisión pertinente, lo cual no puede hacer el juez constitucional dada la perentoriedad de los términos que comportan esta clase de procedimientos.

En cuanto al derecho de petición que le fue amparado al accionante y como así lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el mismo, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva con relación al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la respuesta. 
A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. 
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa, con relación al plazo para contestar peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

Estima la Sala que en principio, la providencia adoptada por el a quo fue correcta, en tanto de la documentación que se anexó a la tutela no se halló comprobante alguno que permitiera establecer sin dubitación alguna, que al señor CARLOS ARIEL CORTÉS MUÑOZ en verdad se le hubiera respondido su escrito de marzo 9 de 2016, con mayor razón cuando el silencio de la entidad no dejaba duda a ese respecto.

Bajo ese entendido, era evidente que la acción constitucional tenía vocación de prosperidad, por cuanto si bien el apoderado del actor en momento alguno pidió la protección del derecho de petición al parecer quebrantado por POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS -como se desprende de sus pretensiones por cuanto éstas se dirigieron exclusivamente contra la UGPP-, el a quo en uso de su facultad oficiosa y con miras a garantizar la protección de los derechos constitucionales que observaba vulnerados, adoptó decisión sobre la negativa de la demandada de dar respuesta al señor CARLOS ARIEL MUÑOZ en relación con el documento que les fue presentado.

Pero en sede de impugnación por parte de POSITIVA se informó que a la petición elevada por el accionante se le dio respuesta en marzo 15 de 2016, misma que se envió por correo certificado a la dirección aportada, por lo cual se presenta el fenómeno del hecho superado.
Con miras a establecer si en efecto tal situación tuvo ocurrencia, por parte de la Sala se obtuvo comunicación telefónica con el apoderado del accionante, quien confirmó que tal documento fue recibido
.

A consecuencia de lo anterior, es necesario indicar que en este caso la Corporación no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que al haberse emitido respuesta por parte de la entidad accionada al escrito de marzo 9 de 2016 y que fue contestada dentro del término de ley -como se desprende de la información allegada-, ya no existe el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a que por parte del a quo se protegiera el derecho fundamental que percibió como vulnerado. 

Mírese lo que la H. Corte Constitucional en sentencia T-727/10, ha expresado sobre el hecho superado:

“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que:

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío’.

De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes […]” -negrillas fuera de texto-

En conclusión, como quiera que por parte de POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS se cumplió lo atinente a responder la petición elevada por el tutelante, lo que solo se conoció al momento de impugnarse el fallo, se confirmará la sentencia dictada pero se declarará la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala No. 2 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento. 

SEGUNDO: SE DECLARA la carencia actual del objeto por hecho superado, conforme lo plasmado en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
  EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBAS

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA                  

Secretario
� Ver folios 30 y 31, fte. y vto. del cuaderno principal.


� https://www.positiva.gov.co/positiva/Compania/Paginas/Directorio-Funcionarios.aspx


� Sentencia T-149/13.


� Ver folio 4 Cdno. segunda instancia. 
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